
LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS: 

Artículo 99.- Los agentes de seguros y los agentes de fianzas sólo podrán cobrar primas contra el recibo 

expedido por las Instituciones, por lo que les está prohibido recibir anticipos o pagos de primas con recibos 

distintos. Las primas así cobradas se entenderán recibidas directamente por las Instituciones.  

Los agentes de seguros y los agentes de fianzas están obligados a ingresar a las Instituciones, en un plazo 

que no podrá exceder de diez días hábiles contado a partir del día siguiente al de su recepción, los cheques 

y el numerario que hayan recibido por cualquier concepto correspondiente a las pólizas contratadas con 

su intermediación, así como cualquier documento, pago o cantidad de dinero que les hubieren entregado 

con relación a dichas pólizas.  

Artículo 102.- En los seguros que se formalicen a través de contratos de adhesión, excepto los que se 

refieran a seguros de pensiones derivados de las leyes de seguridad social y a seguros de caución, la 

contratación podrá realizarse a través de una persona moral, sin la intervención de un agente de seguros. 

Las Instituciones de Seguros podrán pagar o compensar a las citadas personas morales servicios distintos 

a los que esta Ley reserva a los agentes de seguros. Para ello deberán suscribir contratos de prestación de 

servicios cuyos textos deberán registrarse previamente ante la Comisión, la que dentro de un plazo de 

quince días hábiles siguientes a la recepción de la documentación podrá negar el registro, cuando a su 

juicio los contratos no se apeguen a las disposiciones jurídicas aplicables y podrá ordenar las 

modificaciones o correcciones necesarias, prohibiendo su utilización hasta en tanto no se lleven a cabo 

los cambios ordenados. En caso de que la Comisión no formule observaciones dentro del plazo señalado, 

se entenderá que los documentos han quedado registrados y no existirá inconveniente para su utilización. 

Las personas morales a que se refiere este artículo estarán sujetas a la inspección y vigilancia de la 

Comisión, respecto de las operaciones previstas en el mismo.  

Artículo 103.- La operación de las personas morales a que se refiere el artículo 102 de la presente Ley, 

deberá ajustarse a las siguientes bases:  

I. Tratándose de intermediarios financieros sujetos a la inspección y vigilancia por parte de las autoridades 

financieras, y que celebren con el público operaciones de promoción o venta de productos de seguros 

para una sola Institución de Seguros, para Instituciones de Seguros integrantes de un mismo grupo 

financiero o para Instituciones de Seguros que practiquen operaciones o ramos distintos entre sí, su 

operación se sujetará a lo siguiente:  

a) En el caso de productos de seguros con componentes de ahorro o inversión, la Institución de 

Seguros con la cual el intermediario financiero tenga celebrado un contrato de prestación de 

servicios conforme a lo dispuesto en el artículo 102 de esta Ley, deberá registrar ante la Comisión, 

en los términos previstos en los artículos 202 a 205 de este ordenamiento, como parte de la 

documentación contractual del producto de seguro, un programa de capacitación especializada 

que deberá aplicarse a los empleados y apoderados del intermediario financiero que participará 

en la comercialización del producto de seguro de que se trate tomando en consideración las 

características y naturaleza del mismo, y  

b) En el caso de productos de seguros distintos a los señalados en el inciso anterior, la Institución 

de Seguros con la cual el intermediario financiero tenga celebrado un contrato de prestación de 

servicios en términos de lo previsto en el artículo 102 de esta Ley, deberá establecer en el propio 



contrato los programas de capacitación que, en su caso, se requieran en función de las 

características o complejidad de los productos de seguros de que se trate, y  

II. Tratándose de personas morales que no se ubiquen en el supuesto señalado en la fracción anterior, su 

operación se sujetará a las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión, conforme 

a lo siguiente:  

a) Establecerán los casos en que los empleados o apoderados de la persona moral que celebren 

con el público operaciones de promoción o venta de productos de seguros, deban recibir 

capacitación por parte de las Instituciones de Seguros, o bien obtener la evaluación y certificación 

correspondiente ante la propia Comisión, considerando para ello la naturaleza de las actividades 

que conforme a su objeto social realice la persona moral y las características o complejidad de los 

productos de seguros de que se trate, y  

b) Determinarán los requisitos y medidas que deberán cumplir para prevenir y evitar conflictos de 

interés, que puedan derivarse de la venta de productos de seguros de más de una Institución de 

Seguros por parte de una misma persona moral, o de varias personas morales cuando se 

encuentren bajo el control patrimonial o administrativo de una misma persona o Grupo de 

Personas.  

Artículo 202.- Las Instituciones de Seguros sólo podrán ofrecer al público los servicios relacionados con 

las operaciones que esta Ley les autoriza, mediante productos de seguros que cumplan con lo señalado 

en los artículos 200 y 201 de esta Ley. En el caso de los productos de seguros que se ofrezcan al público 

en general y que se formalicen mediante contratos de adhesión, entendidos como tales aquellos 

elaborados unilateralmente en formatos por una Institución de Seguros y en los que se establezcan los 

términos y condiciones aplicables a la contratación de un seguro, así como los modelos de cláusulas 

elaborados para ser incorporados mediante endosos adicionales a esos contratos, además de cumplir con 

lo señalado en el primer párrafo de este artículo, deberán registrarse de manera previa ante la Comisión 

en los términos del artículo 203 de este ordenamiento. Lo señalado en este párrafo será también aplicable 

a los productos de seguros que, sin formalizarse mediante contratos de adhesión, se refieran a los seguros 

de grupo o seguros colectivos de las operaciones señaladas en las fracciones I y II del artículo 25 de esta 

Ley, y a los seguros de caución previstos en el inciso g), fracción III, del propio artículo 25 del presente 

ordenamiento. Las Instituciones de Seguros deberán consignar en la documentación contractual de los 

productos de seguros a que se refiere el párrafo anterior, que el producto que ofrece al público se 

encuentra bajo registro ante la Comisión, en la forma y términos que ésta determine mediante 

disposiciones de carácter general. El contrato o cláusula incorporada al mismo, celebrado por una 

Institución de Seguros sin el registro a que se refiere el presente artículo, es anulable, pero la acción sólo 

podrá ser ejercida por el contratante, asegurado o beneficiario o por sus causahabientes contra la 

Institución de Seguros y nunca por esta contra aquéllos.  

Artículo 276.- Si una Institución de Seguros no cumple con las obligaciones asumidas en el contrato de 

seguro dentro de los plazos con que cuente legalmente para su cumplimiento, deberá pagar al acreedor 

una indemnización por mora de acuerdo con lo siguiente:  

I. Las obligaciones en moneda nacional se denominarán en Unidades de Inversión, al valor de 

éstas en la fecha del vencimiento de los plazos referidos en la parte inicial de este artículo y 

su pago se hará en moneda nacional, al valor que las Unidades de Inversión tengan a la fecha 



en que se efectúe el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo de la 

fracción VIII de este artículo. Además, la Institución de Seguros pagará un interés moratorio 

sobre la obligación denominada en Unidades de Inversión conforme a lo dispuesto en el 

párrafo anterior, el cual se capitalizará mensualmente y cuya tasa será igual al resultado de 

multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo de pasivos denominados en Unidades de 

Inversión de las instituciones de banca múltiple del país, publicado por el Banco de México en 

el Diario Oficial de la Federación, correspondiente a cada uno de los meses en que exista 

mora;  

II. Cuando la obligación principal se denomine en moneda extranjera, adicionalmente al pago 

de esa obligación, la Institución de Seguros estará obligada a pagar un interés moratorio el 

cual se capitalizará mensualmente y se calculará aplicando al monto de la propia obligación, 

el porcentaje que resulte de multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo de pasivos 

denominados en dólares de los Estados Unidos de América, de las instituciones de banca 

múltiple del país, publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la Federación, 

correspondiente a cada uno de los meses en que exista mora;  

III. En caso de que a la fecha en que se realice el cálculo no se hayan publicado las tasas de 

referencia para el cálculo del interés moratorio a que aluden las fracciones I y II de este 

artículo, se aplicará la del mes inmediato anterior y, para el caso de que no se publiquen 

dichas tasas, el interés moratorio se computará multiplicando por 1.25 la tasa que las 

sustituya, conforme a las disposiciones aplicables;  

IV. Los intereses moratorios a que se refiere este artículo se generarán por día, a partir de la 

fecha del vencimiento de los plazos referidos en la parte inicial de este artículo y hasta el día 

en que se efectúe el pago previsto en el párrafo segundo de la fracción VIII de este artículo. 

Para su cálculo, las tasas de referencia a que se refiere este artículo deberán dividirse entre 

trescientos sesenta y cinco y multiplicar el resultado por el número de días correspondientes 

a los meses en que persista el incumplimiento;  

V. En caso de reparación o reposición del objeto siniestrado, la indemnización por mora 

consistirá únicamente en el pago del interés correspondiente a la moneda en que se haya 

denominado la obligación principal conforme a las fracciones I y II de este artículo y se 

calculará sobre el importe del costo de la reparación o reposición;  

VI. Son irrenunciables los derechos del acreedor a las prestaciones indemnizatorias establecidas 

en este artículo. El pacto que pretenda extinguirlos o reducirlos no surtirá efecto legal alguno. 

Estos derechos surgirán por el solo transcurso del plazo establecido por la Ley para el pago de 

la obligación principal, aunque ésta no sea líquida en ese momento. Una vez fijado el monto 

de la obligación principal conforme a lo pactado por las partes o en la resolución definitiva 

dictada en juicio ante el juez o árbitro, las prestaciones indemnizatorias establecidas en este 

artículo deberán ser cubiertas por la Institución de Seguros sobre el monto de la obligación 

principal así determinado;  

VII. Si en el juicio respectivo resulta procedente la reclamación, aun cuando no se hubiere 

demandado el pago de la indemnización por mora establecida en este artículo, el juez o 

árbitro, además de la obligación principal, deberá condenar al deudor a que también cubra 

esas prestaciones conforme a las fracciones precedentes;  

VIII. La indemnización por mora consistente en el sistema de actualización e intereses a que se 

refieren las fracciones I, II, III y IV del presente artículo será aplicable en todo tipo de seguros, 



salvo tratándose de seguros de caución que garanticen indemnizaciones relacionadas con el 

impago de créditos fiscales, en cuyo caso se estará a lo dispuesto por el Código Fiscal de la 

Federación. El pago que realice la Institución de Seguros se hará en una sola exhibición que 

comprenda el saldo total por los siguientes conceptos:  

a) Los intereses moratorios;  

 

b) La actualización a que se refiere el primer párrafo de la fracción I de este artículo, y  

 

c) La obligación principal. En caso de que la Institución de Seguros no pague en una sola 

exhibición la totalidad de los importes de las obligaciones asumidas en el contrato de 

seguros y la indemnización por mora, los pagos que realice se aplicarán a los conceptos 

señalados en el orden establecido en el párrafo anterior, por lo que la indemnización por 

mora se continuará generando en términos del presente artículo, sobre el monto de la 

obligación principal no pagada, hasta en tanto se cubra en su totalidad. Cuando la 

Institución interponga un medio de defensa que suspenda el procedimiento de ejecución 

previsto en esta ley, y se dicte sentencia firme por la que queden subsistentes los actos 

impugnados, el pago o cobro correspondientes deberán incluir la indemnización por mora 

que hasta ese momento hubiere generado la obligación principal, y  

 

IX. Si la Institución de Seguros, dentro de los plazos y términos legales, no efectúa el pago de las 

indemnizaciones por mora, el juez o la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros, según corresponda, le impondrán una multa de 1000 a 

15000 Días de Salario. En el caso del procedimiento administrativo de ejecución previsto en 

el artículo 278 de esta Ley, si la institución de seguros, dentro de los plazos o términos legales, 

no efectúan el pago de las indemnizaciones por mora, la Comisión le impondrá la multa 

señalada en esta fracción, a petición de la autoridad ejecutora que corresponda conforme a 

la fracción II de dicho artículo.  

Artículo 277.- En materia jurisdiccional para el cumplimiento de la sentencia ejecutoriada que se dicte 

en el procedimiento, el Juez de los autos requerirá a la Institución de Seguros, si hubiere sido 

condenada, para que compruebe dentro de las setenta y dos horas siguientes, haber pagado las 

prestaciones a que hubiere sido condenada y en caso de omitir la comprobación, el Juez ordene al 

intermediario del mercado de valores o a la institución depositaria de los valores de la Institución de 

Seguros que, sin responsabilidad para la institución depositaria y sin requerir el consentimiento de la 

Institución de Seguros, efectúe el remate de valores propiedad de la Institución de Seguros, o, 

tratándose de instituciones para el depósito de valores a que se refiere la Ley del Mercado de Valores, 

transfiera los valores a un intermediario del mercado de valores para que éste efectúe dicho remate. 

En los contratos que celebren las Instituciones de Seguros para la administración, intermediación, 

depósito o custodia de títulos o valores que formen parte de su activo, deberá establecerse la 

obligación del intermediario del mercado de valores o de la institución depositaria de dar 

cumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior. Tratándose de los contratos que celebren las 

Instituciones de Seguros con instituciones depositarias de valores, deberá preverse el intermediario 

del mercado de valores al que la institución depositaria deberá transferir los valores para dar 

cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior y con el que la Institución de Seguros deberá tener 

celebrado un contrato en el que se establezca la obligación de rematar valores para dar cumplimiento 



a lo previsto en este artículo. Los intermediarios del mercado de valores y las instituciones 

depositarias de los valores con los que las Instituciones de Seguros tengan celebrados contratos para 

la administración, intermediación, depósito o custodia de títulos o valores que formen parte de su 

activo, quedarán sujetos, en cuanto a lo señalado en el presente artículo, a lo dispuesto en esta Ley y 

a las demás disposiciones aplicables. La competencia por territorio para demandar en materia de 

seguros será determinada, a elección del reclamante, en razón del domicilio de cualquiera de las 

delegaciones de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros. Asimismo, será competente el Juez del domicilio de dicha delegación; cualquier pacto 

que se estipule contrario a lo dispuesto en este párrafo, será nulo.  

Artículo 492.- Las Instituciones y Sociedades Mutualistas, así como los agentes de seguros y los 

agentes de fianzas, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría, 

escuchando la previa opinión de la Comisión, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás 

obligaciones que les resulten aplicables, a:  

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones 

que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 

comisión de los delitos previstos en los artículos 139 o 148 Bis del Código Penal Federal, o que 

pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y  

 

II. Presentar a la Secretaría, por conducto de la Comisión, reportes sobre:  

a) Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a 

la fracción anterior, y  

 

b) Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la 

fracción I de este artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la 

adecuada aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que realice o en el 

que intervenga algún miembro del consejo de administración, directivos, 

funcionarios, empleados y apoderados.  

 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 

carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 

menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que 

deban reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo 

en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se 

realicen, y las prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así 

como la periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.  

Asimismo, la Secretaría, en las citadas disposiciones de carácter general emitirá los lineamientos sobre el 

procedimiento y criterios que las Instituciones, las Sociedades Mutualistas, los agentes de seguros y los 

agentes de fianzas deberán observar respecto de:  

a) El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar 

los antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que 

operen;  



b) La información y documentación que las Instituciones, Sociedades Mutualistas, agentes de 

seguros y agentes de fianzas deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos 

relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de 

sus clientes;  

c) La forma en que las mismas Instituciones, Sociedades Mutualistas, agentes de seguros y agentes 

de fianzas deberán resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación 

relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de 

aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y  

d) Los términos para proporcionar capacitación al interior de las Instituciones, Sociedades 

Mutualistas, agentes de seguros y agentes de fianzas sobre la materia objeto de este artículo. Las 

disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo señalarán los términos para 

su debido cumplimiento.  

Las Instituciones, las Sociedades Mutualistas, los agentes de seguros y los agentes de fianzas deberán 

conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo 

anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.  

La Secretaría estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión, información y 

documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este 

artículo. Las Instituciones y Sociedades Mutualistas, así como los agentes de seguros y los agentes de 

fianzas, estarán obligados a proporcionar dicha información y documentación. La Secretaría estará 

facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar 

información a las autoridades competentes.  

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 

obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de 

información establecidas por vía contractual, a lo dispuesto en el artículo 190 de este ordenamiento, ni a 

lo dispuesto en materia del secreto propio de las operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV, 

en relación con el artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito.  

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 

Instituciones y Sociedades Mutualistas, por los agentes de seguros y los agentes de fianzas, así como por 

los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, 

factores y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las instituciones y sociedades como las personas 

mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas 

disposiciones se establezcan.  

La violación a las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo será sancionada por la 

Comisión conforme al procedimiento previsto en los artículos 474 al 484 de la presente Ley, con multa 

equivalente del 10% al 100% de la operación inusual no reportada, y en los demás casos con multa de 

hasta 100,000 Días de Salario vigente.  

Los servidores públicos de la Secretaría y de la Comisión, las Instituciones y Sociedades Mutualistas, así 

como los agentes de seguros y los agentes de fianzas, sus miembros del consejo de administración, 

administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, deberán abstenerse de dar 

noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o 



autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir 

o conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los 

términos de las leyes correspondientes. 


